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Resumen


Esta obra presenta el trabajo de investigación realizado durante cinco años por el equipo interdisciplinario del Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad Agraria, el cual está conformado por unidades académicas de las universidades Nacional, Rosario, Norte, Sergio Arboleda y Sinú. Esta iniciativa financiada por Colciencias incluyó dentro de su agenda de investigación un seguimiento a la implementación de la política desde distintos enfoques metodológicos y disciplinarios. Los equipos de investigación recolectaron información en distintas zonas del país, principalmente en el Caribe colombiano, mediante entrevistas a víctimas del conflicto armado, empresarios, políticos, funcionarios públicos, jueces y magistrados de restitución de tierras e hicieron un seguimiento a las sentencias que versan sobre restitución de tierras. Así mismo, con el fin de recoger un cuerpo sólido de evidencia, participaron también en intervenciones en instancias como la Corte Constitucional, para así presentar las sólidas conclusiones que se recogen en este libro.
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The Promised Land. Balance of the Land Restitution Policy in Colombia


Abstract


This work presents the results of a research carried out during five years by the interdisciplinary team of the Observatory of Restitution and Regulation of Agrarian Property Rights, which consists of different academic units of Colombian universities, such the Universidad Nacional, Rosario, Norte, Sergio Arboleda, and Sinú. This initiative was funded by Colciencias and its research agenda included a follow-up of the implementation of the policy from different methodological and disciplinary approaches. The research teams collected information in different areas of the country, mainly in the Colombian Caribbean region, through interviews with victims of the armed conflict, businessmen, politicians, public officials, as well as land restitution judges and magistrates, and followed up on land restitution sentences. In addition, in order to collect a robust body of evidence, they also participated in interventions in instances such as the Constitutional Court, seeking to present the solid conclusions included in this book.
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Introducción
De la tierra despojada a la tierra prometida


Rocío del Pilar Peña Huertas


María Mónica Parada Hernández


La Ley 1448 de 2011 de Víctimas y Restitución de Tierras es la respuesta que el Estado colombiano creó para dar una solución integral a dos de las consecuencias más graves del conflicto armado colombiano: el desplazamiento forzado de personas y el despojo o abandono forzado de tierras. La integralidad pretendida por la Ley se hace evidente en un diseño institucional que buscó reparar a las víctimas del conflicto armado, tanto en las dimensiones materiales como simbólicas, a través de la creación de una institucionalidad capaz de instalarse en los territorios más vulnerables a la violencia armada e implementar medidas que trascendieran la reparación puramente económica. 


Dicha apuesta marcó una diferencia radical con la Ley 975 de 2005 de Justicia y Paz, un primer intento del Estado de saldar la deuda del conflicto, y en la que se esperaba que fueran los actores armados quienes devolvieran los bienes despojados y repararan con su patrimonio a las víctimas. Lamentablemente, la promesa de Justicia y Paz nunca se cumplió. 


Posteriormente, en un contexto de incertidumbre sobre el curso que tomaría el país para afrontar 50 años de violencia política y armada, el gobierno de Juan Manuel Santos dio un giro vital. Por primera vez, el Estado colombiano reconoció la existencia de un conflicto armado interno en Colombia. Esta posición, radicalmente distinta a la del Gobierno que lo antecedió, permitió priorizar en la agenda pública la atención a las víctimas del conflicto.


Se creó entonces la Ley 1448 de 2011, a través de la cual el Estado colombiano asumió la responsabilidad de garantizar los derechos de las víctimas en materia educativa, laboral, de salud, de vivienda, de oportunidades para la productividad agropecuaria, entre otras. Por otro lado, la norma garantizó el reconocimiento del derecho fundamental a la restitución de aquellas tierras que fueron despojadas o abandonadas forzosamente desde 1990. 


No obstante, el proceso de creación y puesta en marcha de la política de víctimas y restitución de tierras fue extremadamente complejo, dada la persistencia del contexto de violencia y las barreras institucionales para su implementación. Una de las situaciones que ha acompañado todo el trayecto de ejecución de la Ley ha sido la necesidad de reparar en medio de un conflicto armado vigente. Esto supuso innumerables barreras para garantizar el retorno de comunidades restituidas en aquellos lugares donde las condiciones de seguridad eran inciertas. 


Por otro lado, la institucionalidad existente hasta el momento de la promulgación de la ley se mostraba insuficiente para atender los millones de víctimas del conflicto armado. El Estado colombiano se enfrentaba a un atraso de décadas en la conformación de sistemas de información impresindibles para garantizar la restitución de tierras (problema que explica en parte por qué ocurrió el despojo). Dos ejemplos ilustran dichas falencias. Primero, la ausencia de conteos sobre las tierras despojadas durante el conflicto armado. Esto resultó en estimaciones poco creíbles que iban desde 1,8 millones de hectáreas hasta 10 millones de hectáreas despojadas. Segundo, la ausencia de un catastro actualizado llevó a que dentro de la restitución se realizaran esfuerzos adicionales para recolectar la información catastral de los predios que estaban siendo reclamados. Además, el carácter transformador e integral de la reparación requería de una inversión del Estado en otros aspectos que no fueron centrales en la política: la inversión en vías de acceso, infraestructura, servicios públicos, y otros. 


Sin embargo, la restitución de tierras ha sido una de las políticas más necesarias para hacer frente a los efectos dejados por el conflicto armado, especialmente la vulneración de los derechos de poblaciones rurales desposeídas. La lectura que desde el Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad Agraria hacemos sobre la política de restitución de tierras es que ha sido un esfuerzo importante por ampliar las capacidades del Estado colombiano, es decir, de entrar a los territorios con alta conflictividad armada y con ello fortalecer las instituciones para acercar el Estado a la sociedad civil. Esto fue posible gracias a un diseño que priorizó a las víctimas del conflicto, otorgándoles herramientas para recuperar sus derechos y reconstruir su proyecto de vida. 


Este despliegue estatal fue posible gracias a la creación de una nueva institucionalidad llamada a operar en un periodo de diez años (que esperamos sea prorrogado por el nuevo gobierno). Por un lado, la Unidad de Restitución de Tierras, entidad que asumió la competencia para llevar a cabo un registro de predios despojados y abandonados por causa del conflicto armado. Esta fue la puerta de entrada para que se reconstruyeran las historias regionales que dieron origen y permitieron el despojo y el desplazamiento forzado. Con la puesta en marcha de la Unidad, los reclamantes de tierras tuvieron la posibilidad de documentar los casos y recibir el acompañamiento del Estado para solicitar a los jueces el reconocimiento de su derecho a la restitución.


Por otro lado, la creación de una jurisdicción especializada para la restitución de tierras se convirtió en un medio para garantizar el acceso a la justicia de quienes se vieron privados de su patrimonio. El reconocimiento de la restitución de tierras como un derecho fundamental permitió a los jueces aplicar principios constitucionales que garantizarían no solo la restitución del derecho de propiedad, sino el acceso a bienes y servicios que le permitieran a las víctimas tener un proyecto de vida digna. Así, el diseño de la restitución implicó que los jueces tomarán decisiones en temas de educación, vivienda, salud, e incluso llevó a algunos a emitir órdenes que involucraran el gasto público a cargo de las autoridades locales, departamentales y nacionales. 


El Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad Agraria, una iniciativa financiada por Colciencias, incluyó dentro de su agenda de investigación un seguimiento a la implementación de la política desde distintos enfoques metodológicos y disciplinarios. Los equipos de investigación, conformados por unidades académicas de las universidades Nacional, Rosario, Norte, Sergio Arboleda y Sinú, durante cinco años de trabajo, recolectaron información en distintas zonas del país, especialmente en el Caribe colombiano; realizaron entrevistas con víctimas del conflicto armado, empresarios, políticos, funcionarios públicos, jueces y magistrados de restitución de tierras; hicieron un seguimiento a las sentencias de restitución de tierras; participaron de intervenciones en instancias como la Corte Constitucional, todo esto con el fin de recoger un cuerpo sólido de evidencia que nos permitió presentar las conclusiones que se muestran a continuación. 


El libro inicia con un balance de los aspectos “buenos, malos y feos” de la restitución de tierras. De acuerdo con Francisco Gutiérrez (capítulo 1), el potencial transformador de la política, aunque real, se vio frenado por la movilización de varios sectores agrarios. Como resultado, el país experimentó una política “pequeña” en dos dimensiones: cuantitativamente, por la cantidad de tierras que han sido efectivamente restituidas; y cualitativamente, por la dificultad de develar la magnitud real del despojo que, entre otras cosas, exige que se reconozca la participación de actores y dinámicas institucionales que el Estado no ha tenido la disposición de enfrentar. No en vano, negociar los diseños de la política fue en extremo complejo porque implicó reconocer las responsabilidades directas e indirectas del mismo Estado en este fenómeno. 


Esto es lo que precisamente se explora capítulo de Carranza, Gómez, López y Ospina (capítulo 2) al mostrar cuáles fueron las principales tensiones políticas en el proceso parlamentario que dio origen a la Ley 1448 de 2011. Para ello, se reconstruyeron y analizaron los debates en el Congreso sobre los dos proyectos que dieron origen a la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras: el primero fue el Proyecto de Ley de Víctimas No. 157, presentado en el 2007 y archivado en el 2009; y el segundo fue presentado en el 2010, finalmente aprobado como la Ley 1448 de 20111. Aquí los autores muestran que la ley pudo salir adelante gracias a la ruptura política que se dio con el tránsito del gobierno de Álvaro Uribe y la entrada del gobierno de Juan Manuel Santos. 


Siguiendo esta línea, Machuca (capítulo 3) muestra los retos a los que se enfrentó la política de restitución de tierras a partir del análisis de las compraventas masivas, uno de los mecanismos de apropiación violenta de la tierra, en el municipio de El Carmen de Bolívar. Las transacciones sobre las tierras ocurrieron en un momento de relativa baja conflictividad en el territorio, con posterioridad al proceso de desmovilización paramilitar y a la operación militar que dio de baja al jefe guerrillero ‘Martín Caballero’. Sin embargo, esta variación de despojo se dio por la concurrencia de actores estatales, como funcionarios de las notarías, la personería y la alcaldía del municipio, quienes facilitaron actuaciones irregulares y de mala fe. Este caso muestra que el despojo tiene múltiples manifestaciones y que el carácter violento del mismo es relativo. 


Una vez concretado el diseño institucional de la Ley 1448, empezó el proceso de implementación, que en 2018 cumplió siete años. Esta experiencia nos permitió realizar análisis críticos frente a los aciertos y las limitaciones de la política en diferentes temas.


Primero, en lo atinente a la etapa administrativa de la restitución de tierras. El capítulo de Ruiz, Parada y Peña (capítulo 4) explora la creación de agencias del gobierno central para atender la demanda de servicios y el proceso que incluyó este diseño para lograr la restitución de tierras. Los autores muestran cómo dichos esfuerzos son un indicador de fortalecimiento de las capacidades estatales y cómo dicho proceso también se vio alterado por decisiones tomadas en los últimos años frente a la implementación de la restitución. 


Segundo, la emergencia de un fenómeno de ocupación secundaria que llevó al Estado colombiano a replantearse el diseño inicial de la ley. Abondano, Peña y Ruiz (capítulo 5) analizan los instrumentos normativos que surgieron para responder a este fenómeno. A partir de entrevistas semiestructuradas con jueces y magistrados de restitución de tierras, entrevistas a profundidad con líderes y lideresas de organizaciones que agrupan segundos ocupantes, y una revisión de prensa nacional y local, el capítulo da cuenta de las tensiones que surgieron en el marco de la implementación de la política y cómo los jueces abordaron dicho problema. 


Tercero, el papel de los jueces en la política. El establecimiento de una jurisdicción especializada en restitución de tierras puso de manifiesto la importancia de los jueces en la definición de derechos de propiedad en un contexto de muchas complejidades atadas al conflicto armado. Peña, Abondano y Parada (capítulo 6) muestran que el diseño institucional creó jueces con atribuciones constitucionales que les permitió ir más allá de los límites del Código Civil al conocer las demandas de restitución. Estas características especiales, como veremos, fueron concebidas para permitir que los jueces de restitución tuvieran el poder de garantizar los derechos fundamentales (vivienda, trabajo, salud, etc.) de los reclamantes, más allá de limitarse a esclarecer su relación con los predios solicitados. Pero al hacerlo deben enfrentar tres problemas críticos: la tensión entre derecho constitucional y derecho civil, las deficiencias serias de coordinación entre las agencias del Estado (tanto en la etapa judicial como en el periodo posfallo), y las difíciles condiciones de seguridad que afectan su ejercicio profesional. 


Cuarto, en lo que tuvo que ver con la prestación de asistencia técnica como una manifestación de la integralidad de la restitución. En el capítulo 7, Ospina muestra que la restitución permitió un cambio en la forma en la cual el Estado garantiza un servicio público orientado al desarrollo productivo. La política de tierras comprendió que la asistencia técnica es un tema crucial para garantizar la sostenibilidad de la restitución y el retorno de las víctimas a sus tierras. 


Quinto, en la participación de las víctimas en el proceso de restitución de tierras. Vargas (capítulo 8) realiza un análisis desde abajo de los límites de la participación ciudadana en el diseño e implementación de la restitución a partir del trabajo de campo realizado en varios municipios del Caribe colombiano. En palabras de la autora, “la experiencia de participación institucional descentralizada de las víctimas tiene aportes para el debate académico más amplio sobre la participación ciudadana y la democracia, sobre sus logros y alcances pero también sobre sus promesas incumplidas” (Vargas Reina, 2018).


Sexto, la introducción de una perspectiva de género en la política de restitución. Con la introducción del principio de enfoque diferencial, el diseño institucional de la restitución de tierras obligó al Estado a reconocer los riesgos y formas de victimización específicas de ciertos grupos sociales con base en su edad, género, orientación sexual, pertenencia a grupos étnicos, condición de discapacidad y otros. Para el caso específico de las mujeres, la restitución implicó la introducción de medidas diferenciadas para responder a las necesidades de las mujeres víctimas del conflicto, introduciendo diseños como la titulación conjunta de los predios y medidas de reparación con enfoque de género. 


Parada y Peña (capítulo 9) explican que este proceso responde a una agenda internacional que aboga para que dicho enfoque sea incluido en todas las etapas del diseño, implementación, seguimiento y evaluación de políticas públicas. Frente a la restitución, se muestran los mecanismos utilizados para la materialización del enfoque de género en la restitución de tierras y los límites que conllevan. Desde una perspectiva distinta, García y Wiig (capítulo 10) muestran que, a pesar de los esfuerzos, el enfoque de género en la restitución no da cuenta de las fuentes de desigualdad específicas en campos como el trabajo, la distribución de los activos, la composición de los hogares y el acceso a la información. En este sentido, se queda corto al momento de transformar los proyectos de vida de las mujeres víctimas de despojo. 


Finalmente, el trabajo de investigación nos llevó a indagar por la percepción que tienen los usuarios de la política y de las agencias encargadas de su implementación. El trabajo de campo y un censo realizado en la región de Montes de María permitió a Marín, Machuca y García (capítulo 11) mostrar la relación de las víctimas de despojo y abandono forzado de tierras con el Estado, mostrando la importancia de la política en términos de reparación, así como las principales dificultades a las que se han visto sometidos sus usuarios. 


Así las cosas, este libro propone una reflexión amplia y multidisciplinaria de lo que ha sido la política de restitución de tierras. Con el cambio de gobierno, estas reflexiones cobran más sentido y relevancia. La coalición del gobierno ha mostrado un interés en revertir los avances logrados hasta el momento, y es posible que estemos ad portas del desmonte de una política muy importante para el contexto colombiano. Por eso, este libro contiene un mensaje claro: el Estado colombiano debe renunciar a cualquier intento de aniquilar la política; por el contrario, se hace necesario extender su ejecución en el tiempo (tal y como quedó pactado en el Acuerdo de Paz de noviembre de 2016) y transformar aquellos diseños que hasta el momento han dificultado su implementación. 
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Capítulo 1
Lo bueno, lo malo y lo feo de la restitución de tierras en Colombia: una lectura política e institucional*


Francisco Gutiérrez Sanín


* Agradezco los valiosos insumos para este artículo de María Mónica Parada, Rocío del Pilar Peña, al igual que la colaboración de Adelaida Roa, Luisa Uribe, Alejandro Abondano y Natalia Abril.


Introducción


En este capítulo sostendré que la restitución fue una política pública con un potencial transformador real, pero construida sobre dos supuestos de acción fundamentales: tendría que evitar a toda costa una reacción negativa de sectores agrarios con poder, y tendría que bloquear, o al menos atemperar, cualquier movilización desde abajo. El resultado de construir la restitución sobre estos supuestos fue una política positiva pero pequeña; y precisamente por eso quedó atrapada. Si crecía y se fortalecía, ponía en riesgo sus supuestos de acción críticos. Si no lo hacía, dejaba de cumplir sus metas, dada la enorme magnitud que alcanzó el despojo en Colombia. El resultado fue un programa construido para atender un problema mucho más pequeño del que en realidad enfrentaban el país y las víctimas. La cláusula “más pequeño” se refiere no solamente a una deficiencia cuantitativa, sino a una cualitativa: el despojo de tierras fue mucho mayor e involucró a más actores de lo que estaban dispuestos a reconocer el gobierno y su coalición parlamentaria —ambos, por lo demás, se apoyaban en figuras muy ambiguas con respecto del despojo; y estas figuras jugaban un papel clave en el esquema de gobernabilidad que funcionó entre 2010 y 2018— y además involucró a muchos más agentes legales y a dinámicas institucionales de las que estaban dispuestos a reconocer. 


Es preciso aclarar que esta proposición no se concentra en la naturaleza “limitada” de la restitución, cualquiera que sea el significado que se atribuya a esa expresión. El problema de criticar una política pública por ser limitada es que todas lo son. Y todas se desenvuelven a través de desarrollos parciales. Muchos críticos de la restitución no cayeron en cuenta de que tenían que poder contestar a la objeción gradualista. Esta dice, aproximadamente, lo siguiente: “es cierto, no se obtuvo todo lo que se quería, pero en el largo plazo, a medida que se vayan acumulando los cambios positivos, llegaremos a eso”. Esta clase de razonamiento no puede descartarse de plano. Puede o no ser acertado; su corrección no se puede dirimir de manera doctrinaria, sino empíricamente. Sugeriré que en este caso particular la objeción gradualista simplemente no se sostiene. Si bien la restitución puede reclamar para sí algunos logros incontestables, ninguna de sus falencias será superada gradualmente. De hecho, creo que ya sabemos, al menos aproximadamente, por qué. 


La exposición procede en el siguiente orden. En la primera sección hago un recordatorio de los hechos cumplidos a los que pretendía responder la política de restitución, así como los objetivos explícitos que esta asumió. La segunda parte se concentra en “lo bueno” de la política de restitución: en lo que ya consiguió, y en las razones por las cuales se ha convertido en un punto focal de resistencia contra cualquier asomo de transformación agraria en Colombia. La tercera evalúa “lo malo”: sus principales problemas de diseño. La cuarta se concentra en “lo feo”: las preguntas desagradables y difíciles de contestar que enfrenta el programa de restitución. En las conclusiones, trato de conceptualizar la fuente tanto de los aciertos como de los problemas de la política, y sintetizo algunas respuestas a la objeción gradualista. También sugiero algunas rutas a partir de las cuales es posible lograr avances (aunque lo inmediato sea prevenir los peores retrocesos).


Durante toda la exposición me refiero a resultados de investigación producidos por el Observatorio a lo largo de su existencia, así como a otros capítulos de este libro.


Los hechos cumplidos1


Para evaluar el programa de restitución de manera apropiada hay que tener en cuenta cinco factores claves que confluyeron para poner al país frente al hecho cumplido de un despojo de proporciones mayúsculas, que quizás no tenga parangón en el mundo, no solo por su magnitud sino por los métodos extraordinariamente brutales que se usaron para llevarlo a cabo. El primero es que el país presenció el desplazamiento de más de siete millones de personas (Unidad para las Víctimas, 2018). De manera sintomática, no tenemos ningún conteo fiable de cuántas de ellas fueron despojadas, es decir, cuántas de ellas perdieron parcial o totalmente sus derechos de propiedad sobre la tierra. Incluso si nos limitamos al criterio básico de presencia y toma de decisiones sobre el predio —olvidándonos de temas como el derecho a la exclusión2, violado continuamente por diferentes grupos armados—, y nos concentramos en eventos con efectos permanentes e irreversibles, el menoscabo de los derechos de propiedad de los campesinos en el contexto de nuestro conflicto armado no puede sino calificarse de monstruoso. Según Garay y coautores (Garay et al., 2009), más del 40 % de los desplazados perdieron su tierra. Eso equivaldría a más de tres millones de personas. Gutiérrez, Marín y Machuca (2017) mostraron que al menos en algunos municipios críticos muchos de los despojados no acudieron a ningún programa de reparación o restitución (vuelvo al tema más abajo), lo que constituye una fuente muy significativa de subestimación sistemática de las pocas cifras oficiales existentes al respecto. 


Un segundo problema central es que el despojo frecuentemente se llevó a cabo en contextos extraordinariamente violentos, susceptibles de generar efectos negativos de largo plazo que van más allá de la pérdida de la tierra, de por sí suficientemente grave. Por ejemplo, las masacres y las expediciones punitivas de los paramilitares —dos contextos que estuvieron frecuentemente asociados al despojo de tierras— involucraron golpizas, humillaciones públicas, violencia sexual, quema de casas y propiedad, destrucción de menaje doméstico, y destrucción y/o robo de cosechas y animales de granja (CNMH, 2018; Verdad Abierta, 2016). Las víctimas a menudo fueron amenazadas y seguidas por los paramilitares, para impedir que denunciaran y para romper su voluntad de reacción. Un número indeterminado de familias de despojados fue asesinado en medio de operaciones violentas en gran escala, o como parte de una secuencia de intimidación para obligarlas a ceder sus propiedades.


El tercer problema de fondo es el enorme grado de complicidad de lo que podríamos llamar fuerzas intrasistémicas en este despojo masivo. Los campesinos casi invariablemente reportan que la actitud de las autoridades ante los despojos —y ante otros eventos violentos asociados a ellos, como las masacres— fue de hostilidad hacia ellos antes del evento, de complicidad con los perpetradores durante, y de total indiferencia frente a las víctimas después. A menudo, los paramilitares se enteraron “misteriosamente” del hecho de que las víctimas habían decidido denunciar, lo que les permitió adoptar medidas retaliatorias casi de inmediato. En muchos casos, la participación tanto de agencias nacionales como de autoridades locales fue un eslabón indispensable en el proceso de despojo. Por ejemplo, un Incoder altamente paramilitarizado contribuyó de manera decisiva al despojo en el Magdalena, ofreciendo a los perpetradores los instrumentos institucionales para poder usurpar las tierras de los campesinos y después legalizarlas (Gutiérrez y García, 2016). El papel nefasto jugado por numerosos notarios en ese mismo sentido —comenzando por el superintendente de Notariado y Registro, Manuel Cuello Baute— es bien conocido (El Universal, 2013). No hablemos ya de entidades regionales y departamentales. El despojador en gran escala Tuto Castro recibió créditos para palma y maderables, aparte de otros incentivos por parte de Cormagdalena, incluso después de que sus actividades fueran más o menos de conocimiento público (ver, por ejemplo, Verdad Abierta, 2013). 


No se puede decir, por lo demás, que el fenómeno se redujera solamente a las agencias del Estado. Por ejemplo, diversos gremios de la producción y sus líderes mantuvieron fluidas relaciones con despojadores de todo tipo, convirtiéndose en algunas regiones de hecho en el núcleo tanto de la gobernanza paramilitar como del despojo propiamente dicho (Grajales, 2017; Salinas y Zarama, 2012). No conozco ni una sola declaración proveniente de alguna entidad gremial en contra del despojo, a pesar del involucramiento de varios de sus miembros en esa actividad, así como el hecho de que numerosos de sus asociados fueron víctimas de ella. 


Muchas poblaciones fueron prácticamente destruidas por los paramilitares sin que los campesinos contaran con alguna mínima protección por parte del Estado. Por el contrario, a menudo hubo connivencia y/o complicidad abierta entre las élites rurales que impulsaban e implementaban el despojo y las agencias de seguridad del Estado. Una vez consumado el hecho, cayeron sobre las víctimas diversas agencias civiles para poder sacarlas de sus tierras con mayor premura. “Durante el despojo de Chibolo, los funcionarios del Incora se dedicaron a cobrar cartera a los desplazados” (Quinche, Vargas y Perdomo, 2018; Indagatoria de Ernesto Martín Gámez Goelkel, 20113). 


En cuarto lugar, el despojo se produjo en un contexto tanto de crisis institucional del sector agrario como de enorme indefinición de los derechos de propiedad. De hecho, cuando ya se aprestaba a una nueva oleada de transferencias a particulares de los baldíos de la nación, el superintendente de Notariado y Registro declaró que el Estado no sabía con cuántos de ellos contaba (El Tiempo, 2015). La institucionalización de los derechos de propiedad en Colombia adolece de características que en cierta forma han construido a la Colombia rural sobre la espalda de procesos acumulados de despojo y de indefinición (LeGrand, 1986): una gran masa de baldíos que se transfieren a través de densas redes de contactos entre amigos y políticos4; más generalmente, asignación política de los derechos de propiedad5; una informalidad ampliamente extendida; debilidad y severas deficiencias informacionales por parte de las agencias en teoría encargadas de regular los derechos; bajísimos impuestos de la tierra rural. Todo esto convirtió a la tierra rural en un estupendo objeto para el lavado de activos y para el desarrollo de múltiples actividades criminales (Rincón, 2010). De ahí que narcotraficantes y otros actores ilegales adquirieran miles de hectáreas de tierras durante el conflicto, no solo a través del despojo sino de la compra. 


En quinto lugar, la agenda agraria estuvo bastante cerrada durante los dos gobiernos de Uribe (2002-2010). El alineamiento que en términos generales exhibieron esos dos gobiernos con los despojadores se expresó no solamente en orientaciones de políticas y en la reconfiguración institucional del sector rural, sino en la negativa a reconocer la existencia del conflicto armado, que lógicamente se traducía en el no reconocimiento de los derechos de las víctimas del desplazamiento (no hablemos ya de las del despojo). Estas solamente lograron un lugar en la agenda de las políticas públicas gracias a la conocida sentencia de la Corte Constitucional T-025 de 2004. Como se recordará, el gobierno tumbó en 2009 los dos proyectos de iniciativa parlamentaria que buscaban la restitución de tierras y el resarcimiento de las víctimas, aduciendo dos objeciones fundamentales. En primer lugar, que ponía en el mismo plano a terroristas y agentes del Estado. En segundo lugar, que era fiscalmente inviable. El reconocimiento de la existencia del conflicto —indispensable para el de sus víctimas, así fuera implícitamente— parecía ser otro escollo imposible de superar (Cristo, 2012; ver capítulos 8 y 11 de este libro). Estos proyectos, sin embargo, fueron recogidos después en la Ley 1448 de 2011 o “de víctimas”, que daría origen al programa de restitución. 


Lo bueno


La ley de víctimas creó el programa de restitución de tierras y dos agencias gubernamentales (la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, más conocida como Unidad de Restitución de Tierras o URT, así como la Unidad de Víctimas) para impulsar sus políticas. 


La Ley dio una señal pública clave sobre el hecho de que el deshielo promovido por la nueva coalición de gobierno iba en serio, con la aceptación correlativa de la existencia del conflicto armado. Reconocer que este había tenido lugar, así como que estaba de alguna manera asociado a un problema agrario (vagamente entendido), abrió de una manera más bien drástica la agenda agraria. De repente, análisis y propuestas de todo tipo sobre el mundo rural colombiano, y el hecho mismo del despojo, entraron al debate público. Como también lo hizo el reconocimiento desde el gobierno de las víctimas del conflicto armado (reforzado con la presencia del presidente en el lanzamiento del informe ¡Basta ya! por parte del Centro Nacional de Memoria Histórica), muchos de cuyos agresores pertenecían a agencias armadas o civiles del Estado.


Es posible igualmente que la Ley 1448 haya estado asociada de alguna manera al proceso de paz. No es fácil imaginar unas conversaciones exitosas, o siquiera viables, entre el gobierno y las FARC sobre la base de la negación del conflicto y la inexistencia de un problema agrario. De hecho la llamada “reforma rural integral” consignada en los acuerdos entre el gobierno y las FARC mantiene como un referente clave para el acceso a tierras la transferencia de los activos de despojadores y criminales a un fondo común de tierras, que es el mismo principio que inspiró al programa de restitución. Fue a esta base común —quitarle a los ilegales para darles a los campesinos, sin afectar los derechos de propiedad legalmente adquiridos— a la que convergieron el gobierno y las FARC durante el acuerdo de paz.


En muchos sentidos fundamentales, por tanto, la Ley 1448 destrabó la agenda política. Sus efectos benéficos no se limitaron a eso, sin embargo. La Ley contenía importantes innovaciones institucionales. Destaco dos. Primero, creó agencias específicas para impulsar los respectivos programas. Esto permitió al Estado reclutar personal nuevo, entre el que se contaban personas altamente motivadas que creían en lo que estaban haciendo. Por lo menos en sus primeras etapas, esto permitió tanto a la Unidad de Víctimas como a la de Restitución estar bastante protegidas de prácticas tradicionales, así como de escándalos de corrupción. Ambas, además, tenían auditorios entre víctimas y/o campesinos, y aunque los mecanismos de evaluación y responsabilidad de su actividad fueron débiles a lo largo de su existencia, la URT parece salir bien librada en la evaluación que tenían los participantes en el programa sobre ella. Por ejemplo, en las figuras 1 y 2 se observa que los campesinos restituidos tenían en el momento en el que se hizo el sondeo (Gutiérrez, García y Argoty, 2014) una buena opinión de la URT, en contraste con otras agencias del Estado. Más de 150 de los encuestados —sobre 206 respondientes— tenían confianza o mucha confianza en la URT (es decir, calificaban a la URT con 4 o 5 en una escala de confianza entre 1, donde 1 es ninguna o muy poca, a 5, donde 5 es mucha). Y en una escala de eficacia de 1 a 4, 127 de los 206 le daban a la URT la máxima calificación, lo que destaca especialmente en relación con el desempeño de otras agencias del Estado. 


De manera más general, la burocracia y tecnocracia agrarias colombianas habían sufrido un desmonte bastante drástico en los lustros anteriores, y el proceso de saneamiento que impulsó Santos en el sector ya establecido (piénsese, por ejemplo, en el Incoder), así como la creación de una agencia agraria transicional funcional y en esencia libre de escándalos potenciaron el “poder infraestructural” del Estado y le dieron alguna capacidad de respuesta a las demandas básicas de las víctimas. 


 


Figura 1. Respuesta a la pregunta “¿Qué tanto confía en la URT?” en una escala de 1 a 5, en donde 1 es nada y 5 es mucho
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Fuente: Observatorio, 2016.


 


Figura 2. Respuesta a la valoración de la eficacia de la URT, en donde 1 es la peor calificación y 4 la mejor
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Fuente: Observatorio, 2016.


 


Segundo, frente al hecho del despojo el programa de restitución invirtió la carga de la prueba. Esto significó un cambio trascendental frente a la posición —defendida a capa y espada por muchos actores, entre ellos los despojadores mismos— de mantener frente a los problemas de tierras los estándares del derecho convencional6. Sé que numerosos tecnócratas se declararon escandalizados cuando supieron que la iniciativa contenía esa disposición. Sin embargo, se logró. Sin ella, hubiera sido imposible siquiera poner en cuestión el despojo masivo que tuvo lugar en Colombia en las últimas décadas.


Sumadas, ambas innovaciones institucionales produjeron, al menos en algunos territorios, un realineamiento parcial y frágil del Estado con respecto de las estructuras de poder relacionadas con la asignación y especificación de los derechos de propiedad. Parcial y frágil: pero tangible y fundamental para un país que trataba de salir de los horrores de un despojo masivo, patrocinado o al menos tolerado desde el Estado y algunas élites regionales/rurales. En relación con el abrumador alineamiento con los despojadores y sus redes de poder que caracterizaba la situación precedente, la restitución abría la puerta para transitar hacia una nueva. Para no hablar ya de que el efecto micro sobre la vida de los restituidos parece haber sido francamente benévolo, al menos en su propia evaluación. En el sondeo entre restituidos llevado a cabo por el Observatorio en 2015, cerca de la mitad consideraba que su vida había mejorado al involucrarse en el programa, aunque una porción significativa, cerca de la tercera parte, consideraba que no o muy poco (ver figura 3), lo que creo que tiene explicación en falencias sencillas pero fundamentales del programa que trataré en las próximas secciones.


 


Figura 3. ¿Mejoró su vida con el programa de restitución?
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Fuente: Observatorio, 2016.


 


En síntesis, no se puede argumentar que el programa de restitución haya sido inane, o una simple cortina de humo. Tuvo efectos políticos y sociales reales, y desarrolló toda una cantidad de instrumentos institucionales y organizacionales que pueden contribuir a cualquier política de saneamiento, redistribución y acceso a la tierra futura (piénsese en la creación de burocracias agrarias funcionales y en la reversión de la carga de la prueba).


Lo malo


Pero junto con sus virtudes indudables, la política ha mostrado desde el principio aspectos muy problemáticos, que dimanan no solo de su ejecución, sino de su concepción. Varios de ellos se discuten en este libro (ver, por ejemplo, los capítulos 10 y 11). Aquí me concentro en los que creo más significativos.


El primero es informacional (un tema que en realidad atraviesa la totalidad de este libro). Dados los supuestos operacionales sobre los que se construyó el programa, tal y como fueron descritos al principio de este capítulo, es natural que no se haya buscado recabar mucha información adicional acerca del despojo. Si se lee la exposición de motivos de la ley, se refiere a los desplazados, no a los despojados; y ni la URT ni ninguna otra instancia del Estado se preocuparon por construir alguna evaluación y conteo razonables ni sobre las víctimas del despojo ni sobre los victimarios (Gutiérrez, 2013). La información que sí se produjo tuvo los efectos de una bomba política, por revelar la magnitud del fenómeno y los actores relacionados con él; esto podría explicar bien por qué, con respecto de la información, el programa de restitución ha sido a lo largo de toda su existencia —como reza el famoso vallenato— “una casa en el aire”: cuando comenzó a operar la URT ni siquiera tenía un conteo razonablemente completo del número de despojados que había en el país. En el conteo de víctimas del RUV —administrado por la respectiva Unidad— la categoría de despojados se incluyó apresuradamente en el capítulo quince del Manual de Criterios de Valoración del 2016, lo que resultó hasta hoy en un registro ridículamente bajo. Extraña política pública esta, que en realidad no sabía ni aproximadamente cuándo estaría cumplida su tarea. De manera más bien inverosímil, la URT no procuró construir el conteo a lo largo de toda su existencia, así que a estas alturas aún no lo tenemos. El Observatorio hizo una estimación sistemática para unos municipios —en Sucre para Ovejas y San Onofre, El Carmen de Bolívar y María La Baja en Bolívar y Chibolo en Magdalena— y halló que la relación entre el número de solicitudes de restitución y el número de despojos que realmente ocurrieron podían llegar en el mejor de los casos de uno a tres y en el peor de los casos de uno a veinte (Gutiérrez, Marín, Perdomo y Machuca, 2018). 


Esto de ninguna manera es casual, pues tanto los conteos de desplazamiento —que, contrariamente a los de despojo, sí se hicieron a través del RUV, en cabeza de la Unidad respectiva7— como la participación en el programa de restitución se hacen por demanda. Esto automáticamente aumenta la probabilidad de que los sectores de la población más vulnerables y más golpeados, los que precisamente más necesitan del programa, queden marginados de él. Por ejemplo, un sondeo que hizo el Observatorio con la técnica RDS — Respondent Driven Sampling— sobre la población beneficiaria del proceso de restitución de tierras en los Montes de María reveló que un porcentaje significativo de despojados (alrededor del 22 % de los encuestados) no conocía de la existencia del programa (Observatorio de Tierras, 2016). Un porcentaje análogo declaró no conocer sus derechos. En la medida en que eventos como perder la tierra y ser echado de ella a sangre y fuego constituyen catástrofes vitales, que desestabilizan el núcleo familiar y toda la trayectoria vital, era relativamente fácil imaginar que ese fenómeno se presentara y lo hiciera de manera persistente.


Es posible que parte de estos vacíos informacionales hayan tenido un origen malicioso. Es difícil saberlo. Lo que es cierto es que terminaron favoreciendo a actores e intereses políticos muy específicos (ver siguiente sección). Y como se ve a lo largo de distintos capítulos, los problemas informacionales han marcado todo el programa, por ejemplo, cuando se trata de identificar las variables cruciales para construir una política de género (ver capítulos 9 y 10 de este libro) y una para los segundos ocupantes (ver capítulo 5).


El segundo problema es el de los derechos de propiedad sobre la tierra y el estatus del programa con respecto a ellos. Como se vio en el acápite anterior, el programa se apoyó en una importante innovación institucional que constituye un patrimonio para cualquier desarrollo que se quiera hacer en el futuro: la reversión de la carga de la prueba en casos de despojo. Pero, por otra parte, se construyó sobre una visión estrechamente legalista de la restitución. Por “estrechamente legalista” quiero decir explícitamente orientada a desvincular la restitución de cualquier opción redistributiva, o de la provisión de otras formas de acceso a la tierra. Aunque en efecto la ley les da derecho a los jueces de restituir en lugares diferentes al que se despojó, la opción preferente por mucho, y abrumadoramente la más utilizada, es la devolución de la tierra perdida (ver capítulo 6 de este libro). Así, el núcleo de la restitución iba dirigido a devolver el predio a la víctima —de hecho, en los mismos términos y condiciones en que se encontraba antes del hecho victimizante (como se dice explícitamente en la exposición de motivos de la ley). Esto de por sí es imposible, debido a que después del despojo se produjeron significativos cambios en el uso del suelo8, así como demográficos y en el conjunto de las políticas públicas agrarias. 


Aparte de eso, esa visión estrechamente legalista tuvo una consecuencia inmediata: convirtió a la restitución en una fila, en la que los reclamantes iban entrando uno a uno a ser atendidos a la ventanilla correspondiente hasta llegar a hacer valer su reclamación. Como demostró en 2013 el Observatorio, en su reporte titulado Un trancón fenomenal un análisis de las demoras en los procesos de restitución, dados los recursos disponibles esta fila podría haberse demorado literalmente decenas de miles de años en devolver la última hectárea robada (Gutiérrez, 2013). Aquí hay una importante clave para entender tanto los puntos débiles como los fuertes del programa. Si se hace el análisis caso por caso, pese a las complejidades del proceso y a los problemas de coordinación entre la Unidad, los jueces y otras agencias del Estado (ver capítulo 6 de este libro), la Unidad ha mostrado un grado de diligencia notable, al menos para los estándares burocráticos colombianos. Los casos se demoran en promedio meses, no años o décadas (Gutiérrez, 2013). Aquí se notan los efectos no solamente de una burocracia funcional y comprometida, sino de diseños como la reversión de la carga de la prueba. Pero, debido a que la restitución es una cola, y a que el proceso de tramitación de las demandas no es en lo más mínimo fácil de entender y de implementar, el resultado agregado sigue siendo lentísimo y pequeño con respecto a la magnitud del problema. Para el 31 de diciembre de 2017, la Unidad había proferido 57 284 decisiones de fondo, de las cuales un porcentaje significativo son de formalización, no de despojo propiamente dicho (Observatorio, 2013).


Todo esto sugiere que en realidad el informe del Observatorio pecó por optimista: la última hectárea de tierra no se va a devolver en cuarenta mil años. Simple y llanamente, no se va a devolver nunca. Incluso suponiendo tiempos infinitos y carencia de restricciones políticas —volveré a esto en el siguiente acápite—, el modelo de colas está marcado por dos fenómenos. Primero, abandonos. Si la gente empieza a ver que la fila es demasiado larga y lenta, de pronto decide que el costo de permanecer en ella es mayor que el potencial beneficio9. Segundo, pérdida gradual de información. A medida que pasa el tiempo, es menos probable que se pueda acopiar la información necesaria para construir una reclamación exitosa. Esto podría afectar de manera particularmente aguda a los sectores más vulnerables, que se enteran de manera tardía de la existencia tanto de sus derechos como de los programas respectivos.


La mentalidad estrecha que llevó a una restitución “predio a predio” obviamente conecta con las dinámicas políticas en las que nació y se desarrolló. Pues ella iba dirigida ostensiblemente a tranquilizar a grandes intereses agrarios que hacían parte de la coalición de los dos gobiernos Santos y a garantizarles que la restitución no tendría ninguna conexión con alguna clase de agenda redistributiva más amplia. Dicho de otra manera, el diseño institucional de la restitución predio a predio no fue casual, sino que resultó de un conjunto de restricciones políticas que a su vez dimanan de la voluntad de no poner en cuestión, en términos más generales —incluso de una manera gradual y moderada— la relación entre violencia, política y asignación de los derechos de propiedad en Colombia. 


Esto también encuentra su expresión en el acompañamiento estatal a la reconstrucción de las trayectorias vitales de los despojados, a través por ejemplo de proyectos técnicos (ver capítulos 7 y 8 de este libro), dotación de bienes públicos y provisión de seguridad. Una de las promesas fundacionales de la restitución era superar las falencias de los “viejos” programas de reforma agraria, por ejemplo, de la década de la 1960, que se habían preocupado solamente por entregarle tierra a los campesinos, sin hacer mucho por el acompañamiento (según aserciones del entonces ministro Juan Camilo Restrepo, Semana, 2013). Esta promesa adolecía sin embargo de una doble distorsión. Por un lado, se basaba en una evaluación parcial y sesgada de los programas reformistas que precedieron a la restitución. Mientras que estos en efecto promovieron la colonización como modalidad de acceso a la tierra que no tenía un correlato en términos de dotación de bienes públicos, sí impulsaron programas vigorosos —de hecho, mucho más de lo que hizo el actual de la restitución— de acompañamiento estatal, a través por ejemplo de distritos de riego (IGAC, 2017). Por el otro, el acompañamiento técnico y los bienes públicos cuestan. Si bien es cierto que la restricción fiscal no es una invención, como a veces se plantea erróneamente, ella hubiera podido ser manejada a través de múltiples instrumentos, comenzando por la opción obvia de políticas más agresivas de cobro del impuesto predial, que en el mundo rural colombiano no solamente es extremadamente bajo, sino que está sometido a toda clase de mecanismos de evasión. Uno de los costos de construir la política de restitución bajo el supuesto de que se tendría que mandar un mensaje tranquilizador a las élites rurales que potencialmente se opondrían a ella —algunas de las cuales habían participado muy activamente en el despojo— fue que el programa se dirigió precisamente en la dirección contraria de la que había prometido Restrepo: desvinculó radicalmente el acceso a la tierra de la asistencia técnica y la dotación de bienes públicos. 


Por lo tanto, el acompañamiento estatal a la restitución después de producirse esta ha sido típicamente modesto, opaco y en numerosos casos irrelevante. Los restituidos encuestados por el Observatorio (Observatorio de Tierras, 2016) no sabían de una escuela, de una carretera y, en general, de algún programa de dotación de bienes públicos que complementara su acceso a la tierra (ver figura 4 para el ejemplo de la dotación de escuelas). Aunque la mayoría había recibido proyectos productivos, estos eran limitados. Los capítulos 8 y 11 de este libro muestran muy bien por qué. Los modestos montos para ellos probablemente están lejos de ser suficientes para que los campesinos puedan dar el proverbial salto cualitativo en términos de construir una economía agraria sostenible, y el acompañamiento técnico es proveído por consultores privados que caen fuera de la visibilidad pública. De hecho, parece no haber ningún indicador de impacto o de calidad con respecto de los proyectos productivos ofrecidos en el contexto del programa de restitución. 


Figura 4. Respuesta a la pregunta “Después de que inició el proceso de restitución ¿se han iniciado obras públicas en alguna de las siguientes categorías… Escuelas?”
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Fuente: Observatorio, 2016.


Algo análogo puede afirmarse con respecto de la provisión de la seguridad. La abrumadora complicidad de las agencias de seguridad del Estado —así como de numerosas agencias agrarias— con el despojo está ya ampliamente documentada. Tampoco es terriblemente difícil de entender que sin ella el fenómeno no hubiera podido adquirir su carácter masivo y público. Sin embargo, no ha habido ningún programa específico para darles seguridades ni a los reclamantes ni a sus propiedades. Aquí el saldo es francamente negativo. Y la única reacción pública que se conoce por parte del director de la Unidad de Restitución ante el asesinato de líderes reclamantes es declarar que ni él ni su agencia son responsables de esas muertes (Noticias RCN, 2015; Semana, 2014)10. 


Es falencia grave también que los despojados no hayan tenido acceso a ningún programa de atención psicológica. El despojo a sangre y fuego, apoyado generalmente en actores que simbolizaban la autoridad, la ley y el orden, deja marcas indelebles y provoca fracturas hondas en la trayectoria vital de las víctimas. Ya hay investigación sistemática sobre el tema para los desplazados (ver Moya y Carter, 2018), pero dentro de ellos una de las categorías más fuertemente golpeada fue la de los despojados. Sin embargo, aquí no hubo ningún avance. Problemas delicados relacionados no solamente con derechos de propiedad sino también con reconstrucción del tejido social básico —como por ejemplo la ruptura de núcleos familiares después del despojo, y a menudo a causa de él— simplemente no entraron en el diseño de la política. 


Es que el programa de restitución tenía que ser modesto y tranquilizador: esto se expresó a lo largo y ancho de todas las expresiones relacionadas con él. Comenzando con la financiación, por diez años y con la estructura de una U invertida (ver figura 5), lo que obligaba al programa a obtener unos resultados fantásticos los cinco primeros años para tener un impacto significativo. Después los recursos se irían agotando. Los resultados no llegaron —cosa que identificaron de manera temprana agencias estatales como la Contraloría General de la República, así como analistas externos, incluido el Observatorio—, pero tampoco una labor de ajuste y/o refinanciación. Y terminando por la participación, que se difuminó en decenas de instancias costosas en términos de tiempo y con poder de decisión cercano a cero (ver capítulo 8 de este libro).


Figura 5. Evolución fiscal de la restitución
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Fuente: Documento Conpes 3712 de 2011.


 


Por último, la restitución ha estado plagada por problemas de coordinación dentro del Estado. Estos en realidad son de doble carril. Por una parte, resolver las especificidades de la justicia transicional. Por el otro, lograr que esta case con agencias estatales ya establecidas, muchas de las cuales estuvieron alineadas con los despojadores. Ambos retos siguen estando básicamente sin resolver. Los capítulos 7 y 8 muestran la cantidad de escollos a los que se enfrenta la provisión de derechos por parte de agencias y diseños nuevos en el marco de la justicia transicional. Particularmente revelador es aquí que los reclamantes estén insertos en un diseño participativo barroco pero poco efectivo, que no atiende a sus especificidades (capítulo 8). A la vez, la alineación a favor de las víctimas de las otras agencias estatales siguió siendo problemática. Incluso después de la desmovilización paramilitar, el uber-despojador Augusto Castro pudo seguir contando con el apoyo de la fuerza pública para echar a los campesinos de “sus” tierras, evento ante el cual las autoridades guardaron un silencio que contrasta con la reacción histérica cuando unos desplazados decidieron tomarse unas cuantas hectáreas de tierra (El Espectador, 2012; Verdad Abierta, 2012). Una vez más, es un ejemplo entre muchos de la influencia persistente de los despojadores en el sistema político colombiano, en el Estado central y en sus respectivos territorios. Así mismo, mientras duró la supeditación del inicio de las actividades de restitución a los conceptos de las agencias de seguridad las víctimas estuvieron desvinculadas de la información y de la capacidad de toma de decisiones en este terreno (Corte Constitucional, Sentencia T-679 de 2015), pero aquí al menos se mejoró el diseño institucional a tiempo. En cambio, numerosos reclamantes y sus líderes deploraron continuamente las demoras y opacidad por parte de la fiscalía en los asuntos relevantes para ellos (El Tiempo, 2017).


Con todo y esto, el eslabón más débil de la cadena de la coordinación entre agencias estatales ha sido la conexión del programa con las autoridades municipales y departamentales —es decir, específicamente la coordinación entre niveles territoriales. Es sintomática la pésima evaluación que dan en nuestras encuestas tanto despojados como restituidos a alcaldes y personero. La figura 6 muestra que para los restituidos encuestados por el Observatorio en 2015, la gestión de sus alcaldes había sido negativa, prácticamente sin excepción: un resultado dramático, que muestra un desalineamiento fundamental. Restituidos y alcaldes vivían en dos mundos diferentes y a menudo hostiles. Numerosas entrevistas a profundidad con víctimas del despojo corroboran que aquí hubo, y hay, un problema muy serio. En la medida en que la restitución involucraba a los alcaldes11 (y tenía que hacerlo), el problema afectó directamente al programa. ¿A qué se debe esta fractura entre la restitución y los alcaldes y otras autoridades locales? ¿Cómo enfrentarla? Pese a la importancia y gravedad del tema no parece haber existido ningún esfuerzo para corregirlo, o siquiera para entenderlo y evaluarlo.


Figura 6. Respuesta a la pregunta 103 “¿Cómo evalúa usted las siguientes instituciones relacionadas con el proceso de restitución, donde 1 es muy mal y 5 es muy bien?”
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Fuente: Observatorio, 2016.


Lo feo


Dije en la anterior sección que era difícil saber si las opacidades informacionales incorporadas al programa tuvieron un origen malicioso. Lo que sí es indudable es que cada vez más fueron utilizadas para construir groseras cuentas alegres, en una coyuntura en la que el gobierno Santos necesitaba desesperadamente mostrar resultados y los del programa de restitución estaban en disputa. Por ejemplo, cuando el senador Benedetti cuestionó los resultados reales del programa, su director Ricardo Sabogal respondió diciendo que en realidad lo que se necesitaba atender eran cuatro millones de hectáreas abandonadas y dos millones despojadas. Nunca quedó claro de dónde salían esas cifras (Semana, 2015) que, además, no correspondían a las categorías usadas por la ley misma (El Espectador, 2018)12. Lo que sí quedó claro, en cambio, es que los vacíos informacionales podían ser utilizados por agentes políticos y/o burocráticos para producir supuestos datos y acomodarlos a sus objetivos inmediatos13. Tal operación se transformó en política, de manera que se presentaron de manera sistemática como “resultados” actividades que no eran más que trámites administrativos14. Esto ya es una distorsión seria15. En particular llama la atención que se vendan como resultados del programa el trámite de solicitudes de restitución, cuando un porcentaje sustancial de estas han estado siendo rechazadas (ver el análisis de la Comisión Colombiana de Juristas, 2018). Ciertamente, hay que decir que toda esa cantidad de rechazos de solicitudes plantea la pregunta de si no hubiera sido más barato comprar tierra y distribuirla entre las víctimas. Dicho en otros términos, el afán de cumplir las metas y a la vez de mantener al programa “dentro de sus justas proporciones” minó los principios de eficiencia de la URT, llevándola no a cumplir las metas sino a simular su cumplimiento, pese al compromiso que mostraba diariamente la mayoría de sus funcionarios. 


Algo análogo sucedió con los líderes de los restituyentes: cuando comenzaron a ser atacados, la dirección de la URT los dejó solos, con la lógica cómoda de “este muerto no lo cargo yo” (Semana, 2016), deshaciéndose de toda responsabilidad con respecto del hecho pero negándose a contribuir a la protección16 de quienes estaban sufriendo estas brutales revictimizaciones. De manera más general, no conozco ni una sola acción por parte de la URT a favor de ampliar la esfera de decisión de los despojados, ni de promover la búsqueda activa de sus derechos (muchos de los cuales, según encontró de manera temprana el Observatorio, eran desconocidos para ellos). En esta dimensión, el desempeño del programa cae muy, muy por debajo de las reformas agrarias de las décadas del sesenta, la experiencia que en el papel se consideraba ya superada, y hace parte de un panorama más general de dispersión de voces pero de limitación de derechos.


Al aislarse de sus auditorios claves, y permitir que las demoras fueran infinitas, el programa cortó la rama sobre la cual estaba sentado. Por una parte, desactivó la enorme legitimidad con la que partía. “Enorme” es una descripción adecuada, no una hipérbole, como lo ilustra un sondeo de opinión entre el conjunto de los colombianos que llevó a cabo el Observatorio en 201417 (Gutiérrez y Marín, 2014). De hecho, el grueso de los colombianos veía con gran simpatía las demandas de los campesinos —como lo demostraron también, de manera bastante tangible, las movilizaciones agrarias de 2013—, y acompañaban muchas propuestas redistributivas por encima de cualquier diferencia de preferencias políticas (Gutiérrez y Marín, 2014; Gutiérrez, 2016). Estos sentimientos e intuiciones probablemente tenían su origen en la consciencia difusa por parte de cientos de miles de habitantes del país urbano de que en el campo colombiano habían tenido lugar acontecimientos terribles —una consciencia que se había formado a pesar de la tremenda ausencia de un registro fiel y llevado a cabo a tiempo de tal tragedia. La simpatía por los campesinos y sus reivindicaciones observada en nuestra encuesta se extendía, de manera bastante aplastante, al programa de restitución, como se observa en las tablas 1 y 2. Más del 90 % de los encuestados apoyaba su continuidad, y más del 80 % quería que fuera más masivo. Solo el 1 % estaba muy en desacuerdo con él. Nótese que, según esto, Lafaurie, Ordóñez, Cabal y compañía estaban —y están— buscando imponer el querer de ese 1 % sobre el del resto de los colombianos. Igualmente impresionante, y diciente, es que ni el gobierno ni la URT hayan querido o podido usar ese gigantesco capital de opinión para ajustar e impulsar su programa.


Tabla 1. Respuestas a la pregunta: ¿está de acuerdo con la continuación del programa de restitución? (N = 1733)
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Fuente: Gutiérrez y Marín (2014).


Tabla 2. Respuestas a la pregunta: ¿considera que el programa de restitución debería ser más masivo?
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Fuente: Gutiérrez y Marín (2014).


Es que para la URT la prioridad no era hacer entender que en efecto habíamos presenciado una devastación atroz de nuestro mundo agrario, por lo que el programa era necesario (cosa que lo hubiera reforzado); la prioridad parecía ser, en cambio, minimizar el problema, para adecuarlo a sus resultados. Garantizó así que su capital de apoyo se difuminara, especialmente después de que la coalición santista entró en proceso de disolución. 


Por otra parte, creó las condiciones para que los adversarios de la restitución —y, más generalmente, de los programas de transformación agraria asociados al fin del conflicto— se reagruparan. La reacción contra la restitución ha sido formidable, y va mucho más allá de lo que permitiría esperar de los resultados reales del programa en términos de reversión de los efectos del despojo. Sin embargo, si tenemos en cuenta que aquel —el programa— tuvo también importantes efectos políticos e institucionales, y que las élites involucradas creían que una pérdida de poder paulatina las pondría frente a realidades cada vez más desagradables, entonces podemos comenzar a entender las razones subyacentes a la magnitud de aquella reacción. Como es bien conocido, el entonces presidente de Fedegán, José Félix Lafaurie, lanzó junto con el procurador en ejercicio, Alejandro Ordóñez, y en el departamento del Magdalena —uno de los epicentros del despojo paramilitar—, una agresiva campaña contra la restitución. Su auditorio estaba constituido por uribistas y ganaderos, y no sería temerario suponer que incluía a personas que conocían e incluso habían estado involucrados en las acciones paramilitares en el pasado inmediato (ver caso del ganadero Joaquín Alfonso Cortina Calanche; Quinche, Vargas y Perdomo, 2018)18. Se habló en el evento de los horrores de la restitución, tomando la bandera de los segundos ocupantes, pero en realidad dirigiendo la batería pesada contra las innovaciones institucionales que habían permitido recuperar para las víctimas y la sociedad algunas de las tierras tomadas por los despojadores a sangre y fuego.


A esto siguió una campaña sostenida, en cabeza sobre todo pero no únicamente, de Lafaurie y su esposa, la congresista María Fernanda Cabal, contra la restitución, y con el apoyo del Centro Democrático. Después de que este ganara las elecciones de 2018 —en las que la restitución siguió siendo objeto de ataques (Pacifista, 2018)—, Cabal presentó un proyecto de ley que en la práctica significa el desmonte de la restitución (El Espectador, 2018). De manera más bien sorprendente, acompañó esta actividad con ataques contra la fuerza pública. Su reproche básico es que al ejército se le había olvidado que era una fuerza que entraba directamente a matar19. Después manifestó: “A esto nos llevó el acuerdo de paz, a acabar con la inteligencia, a tener una cúpula militar inservible que todavía no entiendo por qué continúa. Cómo es posible que hayan permitido que llegáramos hasta este punto”20. Es claro, pues, que el realineamiento parcial propiciado por la restitución había tenido efectos que Cabal entendía que había que retrotraer, pero que a la vez las deficiencias del programa habían abierto una enorme ventana de oportunidad para que la voz política de los despojadores lo tratara de desmontar. En el momento en que escribo esto las probabilidades de éxito de la iniciativa son muy altas (y el gobierno de Duque acaba de nombrar como director de la URT a una figura asociada al sector palmero).


Conclusiones


Todo esto muestra que no es bueno tener programas cuyo objetivo sea la redefinición de los derechos de propiedad sobre la tierra y que tengan duración indeterminada. Si estos han de tener alguna probabilidad de éxito, han de ser grandes y rápidos. Una vez más, esta fue una lección de las reformas de 1960 que los arquitectos del programa de restitución no supieron o no pudieron asimilar. Aunque en efecto acertaron al concebir un programa a término fijo (diez años), no lograron imprimirle una dinámica que correspondiera a la magnitud del desafío. Y quienes lo implementaron no supieron hacerlo —entre otras cosas, por cierta prepotencia del reformador de hoy que mira por encima del hombro los resultados del de ayer—. Tampoco pudieron, porque actuaban en el marco de las mismas limitaciones políticas: coaliciones que incorporaban a sectores que no permitirían una acción estatal proporcional a las dimensiones del problema. Así, en lugar del programa grande y rápido que necesitaba el país, y que querían miles y miles de personas —las víctimas mismas, algunos políticos, cientos de funcionarios de la URT, cientos de miles de ciudadanos del común—, tuvimos uno pequeño y lento (no en el caso a caso, sino en el movimiento de la fila).


Estas características no solamente dieron origen a una economía política de la implementación —satisfacer al gobierno que necesitaba resultados, mientras que los alcances del programa se mantenían en sus justas proporciones— que produjo distorsiones serias, sino que abrieron una gran ventana de oportunidad para que los despojadores y sus representantes políticos buscaran darle un entierro de quinta (que en esencia probablemente ya se dio). Podemos como resultado de todo esto encontrarnos cerca al peor escenario posible: el triunfo de facto de los despojadores —en la medida en que retendrán la tierra que obtuvieron sobre la base del asesinato y la violencia masiva— y su legitimación, en la medida en que podrán argüir que la restitución ya se produjo.


Todo esto sugiere que el argumento gradualista es insostenible. La evidencia muestra que este programa particular no tuvo siquiera la capacidad de llevar al país de nuevo a la situación de 1985, ya de por sí suficientemente mala, y ni siquiera en los términos de la Ley 1448, que obviaba toda una serie de costos brutales que afectaron a las víctimas dentro del marco temporal que esta consideraba válido (costos como pérdida del menaje doméstico, animales de granja, profunda desestabilización psicológica, destrucción de la trayectoria vital, para no nombrar sino algunos de los más obvios). Más aún, el desmonte de la restitución se está dando en medio de un intento de legitimación del despojo y los despojadores, que podría ser al menos parcialmente exitoso. Por supuesto, la restitución deja un patrimonio. Pero en lugar de una gradual acumulación de pequeños éxitos que nos acercan lentamente al objetivo, nos encontramos aquí con un panorama complejo, marcado por avances costosos y retrocesos brutales.


Es tarea de la sociedad colombiana oponerse a que estos tengan lugar. Pero a la vez también debe pensar con seriedad y con cabeza fría qué fue “lo bueno, lo malo y lo feo” de la restitución. No se puede precisamente repetir el pecado que cometieron los arquitectos del programa, mirando por encima del hombro los resultados de esta intentona y pretendiendo que su —posiblemente triste— final estaba predeterminado. Las contribuciones de la restitución son importantes y no se pueden perder. Las sintetizaría en cuatro categorías. Primero, innovaciones institucionales muy significativas (la reversión de la carga de la prueba, el poner al programa dentro del marco de la justicia constitucional). Segundo, la creación de una burocracia comprometida y básicamente honesta. Tercero, el realineamiento parcial de las agencias del Estado en el marco del despojo. Como se vio arriba, tal realineamiento fue altamente significativo, y es fundamental no permitir que se reverse. Cuarto, haber llevado a cabo parte de la tarea; no sabemos cuánta, pues aún hoy carecemos de un conteo serio de despojados.


¿Qué tan factible es que este patrimonio se pueda utilizar para intentos futuros de reconstrucción del campo colombiano? Por una parte, sabemos que será doblemente difícil: intrínsecamente, y más aún por las especificidades del contexto colombiano. Por otra parte, hay argumentos que sugieren que no tenemos por qué conformarnos con los hechos cumplidos del despojo, y que es tanto necesario como posible encontrar alguna fórmula viable para enfrentar el problema.


Con respecto de la necesidad, simple y llanamente no creo que una sociedad con unas desigualdades tan brutales, construidas además a sangre y fuego, y gestionadas diariamente a través de una institucionalización viciada de los derechos de propiedad sobre la tierra, sea viable o tenga la posibilidad de alcanzar, como reza la fórmula, una “paz sostenible y duradera”.


Con respecto de la posibilidad, hay al menos tres criterios que merecen discutirse. Primero, muchas sociedades a diferentes niveles de desarrollo enfrentan desigualdades venenosas y persistentes (Tilly, 2006); no hay otro camino que seguir desarrollando políticas públicas para combatirlas. Segundo, las profundas transformaciones del sistema político colombiano sugieren que podrían llegar al poder —nacional, pero también regionalmente— coaliciones que impulsen políticas menos limitadas y menos marcadas por coaliciones vinculadas a los intereses agrarios. Tercero, experiencias como las del programa de restitución podrían dar luces sobre qué hacer y qué no hacer, y sobre las capacidades estatales necesarias para producir transformaciones significativas y positivas en el campo colombiano.


El tema de las capacidades —que se considera en varios capítulos de este libro— merece una observación específica. Es claro que no se puede partir del supuesto de que la no reversión plena de los efectos del despojo es simple y llanamente resultado de la “debilidad estatal”. Hay una debilidad estatal astuta: “no puedo” como relato público de la versión real y confidencial de “no quiero”. Además, no es claro aún dónde ocurrió el despojo —por lo que no podemos establecer a priori si está asociado o no con algún criterio sistemático de debilidad. Pero, por más terminología esotérica que se acumule, operaciones a partir de cierta escala que incidan sobre los derechos de propiedad sobre la tierra como la restitución colombiana, involucran toda una paleta de conocimientos e instrumentos operacionales y, por consiguiente, así sea de manera potencial, debilidad o fortaleza genuinas. Por supuesto, a su vez, estas capacidades son resultado del proceso político: es este el que decide en últimas si, por ejemplo, el país tendrá o no un catastro fuerte o una burocracia agraria competente y honesta. Pero, entonces, no se puede presentar el proceso político con una narrativa que suena bonito pero que ni aclara ni casa con la evidencia: “todos” estaban de acuerdo en mantener el statu quo, y el Estado no era débil porque precisamente ese era el desenlace (el despojo y la no restitución) que alguien malévolo y ultrapoderoso quería (y podía) predeterminar. El Estado como expresión organizacional está constituido por una miríada de agencias, articuladas a auditorios muy heterogéneos, y apoyadas por coaliciones políticas en movimiento. Todo esto para decir que después de la dura y compleja experiencia de la restitución el problema de las capacidades está más vigente que nunca. 
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